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El presente Informe Jurídico analiza el proceso laboral iniciado por el señor Jaime 

Orestes Alejos Saturio contra la Municipalidad Provincial del Santa, en el cual se plantea 

como pretensión la sobre reposición por despido incausado al impedirle el ingreso a su 

centro de trabajo por negarse a suscribir un contrato administrativo de servicios (CAS). 

En el proceso judicial se debía establecer si corresponde ordenar la reposición, como 

consecuencia de la invalidez del CAS y la desnaturalización de los contratos de trabajo 

modales; además de determinar si corresponde el pago de las remuneraciones 

devengadas; o por el contrario, determinar le corresponde la indemnización por despido 

arbitrario, formulado como pretensión subordinada. El Sexto Juzgado de Trabajo, 

resolvió declarar Fundada en parte la demanda sobre la pretensión de indemnización por 

despido arbitrario, e Infundada sobre la pretensión de reposición y las remuneraciones 

devengadas, señalando como argumento que, los CAS suscritos en condición de obrero 

Municipal mantienen su validez; los contratos modales se habrían desnaturalizado al no 

especificarse el objeto de contratación, ni las funciones o servicios que realizaría el 

demandante. La Sala Superior resuelve reformar la sentencia declarando Fundada el 

extremo de la reposición y las remuneraciones devengadas, bajo el argumento que los 

contratos modales se encuentran desnaturalizados por haber sido suscritos con 

posterioridad al inicio de la prestación de servicios, por lo tanto, al no haberse acreditado 

una causa justa del cese, corresponde el pago de las remuneraciones y beneficios 

sociales dejados de percibir. 

Interpuesto el recurso de Casación por la enditad edil en el extremo del pago de 

remuneraciones devengadas, la Segunda Sala de Derecho Constitucional y Social 

Transitoria Corte Suprema, casa la sentencia de vista y reformándola declaró 

improcedente el extremo de las remuneraciones devengadas,  bajo el argumento que el 

demandante no presto servicios efectivos, por ende no le corresponde el pago de 

remuneración dejadas de percibir. 



 

INDICE 

I. Relación de los hechos principales expuestos por las partes intervinientes en el 

proceso………………………………..………………………………………...……..…..3 

1. Demanda y su adecuación………………………………….…………...….……….3 

2. De la contestación de la demanda…………….……….…….……………………..5 

3. Audiencia de Conciliación…………………..……….………..…………...………..7 

4. Audiencia de Juzgamiento………….……...….………….…….…………………..7 

5. Sentencia de Primera Instancia…………...………….……….……………………7 

6. Recurso de apelación del demandante.......…………………….…...…………….9 

7. Recurso de apelación del demandado………….…………...........……………..10 

8. Sentencia emitida por la Sala Laboral del Santa………….…….………….…...10 

9. Recurso de Casación interpuesto por la Municipalidad………….…………..…12 

10. Casación Laboral Nº 16607-2016 - Del Santa………………........……………..12 

II. Análisis de los principales problemas jurídicos………………...…….……...………13 

1. Vulneración del derecho al trabajo…...……………………..…….…………….15 

2. Protección adecuada contra el despido arbitrario…………..…….……………17 

3. Remuneraciones devengadas………..…………………………….……………20 

III. Posición fundamentada sobre las resoluciones emitidas………………….….…….22 

1. Sentencia del Sexto Juzgado de Trabajo del Santa……………….….………22 

2. Sentencia emitida por la Sala Laboral del Santa………………………..……..25 

3. Casación Nro. 16607-2016-Del Santa.……………......…………..……..……..26 

IV. Conclusiones…………………………...…………………………………….………….27 

V. Bibliografía………………………………….……………………………….…………...30 

VI. Anexos.......................................................................................................………..32 



Expediente Laboral N° 01485-2015 

  

 Página 3 

  

I. HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS PARTES  

DE LA DEMANDA Y SU ADECUACION 

Jaime Orestes Alejos Saturio (en adelante “el demandante”)  con fecha  21 de abril de 2015 

interpone demanda de Reposición contra la Municipalidad Provincial del Santa (en adelante “ 

la Municipalidad”); demanda adecuada con fecha 30 de julio del 2015, señalando como 

pretensión principal la reposición por despido incausado ocurrido en fecha 10 de abril de 2015, 

más remuneraciones devengadas; y, como pretensión subordinada indemnización por despido 

arbitrario por S/ 8, 000,00 Soles, más intereses legales y costos procesales. 

Fundamentos de hecho de la demanda y su adecuación: 

 El 01 de abril del 2010 el demandante ingresó a laborar para la Municipalidad en el 

cargo de obrero, Agente de Seguridad y Vigilancia de la Unidad de Serenazgo, percibiendo la 

suma de S/. 900,00 Soles mensuales, habiendo percibido este monto como última 

remuneración, siendo despedido el 10 de abril de 2015, cuando le fue negado el ingreso al 

centro de labores, al manifestarle el supervisor Gianmarco Collantes Rodríguez que por orden 

del Jefe Administrativo Laureano Saca Huarica, si no firmaba un nuevo contrato, no ingresaría 

a trabajar, configurándose de esta manera un despido incausado. 

 El período contratado mediante Contrato Administrativo de Servicios (en adelante 

“CAS”),  se ha desnaturalizado y es incompatible con su condición de obrero sujeto a régimen 

laboral de la actividad privada regulado por  TUO de la Ley de Productividad y Competitividad 

Laboral – Decreto Legislativo N° 728, aprobado por Decreto Supremo N° 003-97-TR (en 
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adelante “LPCL”)  y conforme lo establece el artículo 37 de la Ley N° 27297 – Ley Orgánica 

de Municipalidades (en adelante “LOM”). 

 Negarse a firmar un contrato CAS lesivo a sus derechos no constituye una causa justa 

de despido, (artículo 22 de la LPCL ) debido a que la demandada no observó los procedimientos 

de ley. 

 El periodo laborado bajo contratación modal se encuentra igualmente desnaturalizado 

al haberse celebrado con simulación o fraude a la ley, al infringir el principio de causalidad y 

por no corresponder al carácter ordinario y permanente de las labores de seguridad ciudadana,  

sujetas a un horario de trabajo y a un superior jerárquico. 

 Que ha laborado 10 días después del vencimiento del contrato sujeto a modalidad (01 

de abril del 2015 al 10 de abril del 2015), habiéndose desnaturalizado el contrato por tratarse 

de encubrir una relación a plazo indeterminado. 

 En cuanto al precedente constitucional expediente N° 5057-2013-PA/TC (Caso 

Huatuco) no le es aplicable a los obreros municipales, por cuanto los obreros municipales no 

forman parte de la función pública, estando excluidos del servicio civil, siendo trabajadores 

genuinos de la actividad privada  como es el caso del demandante. 

Fundamentos de derecho: 

a) El TUO del  Decreto Legislativo N° 728 aprobado por D.S. Nº 003-97-TR.,    b) 

Expediente Nº 0976-2001-AA/TC – (Caso Llanos Huasco. c) Ley 27972 – Ley Orgánica de 

Municipalidades. d) Decreto Legislativo 1057 - Decreto Legislativo que regula el Régimen 
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Especial de Contratación Administrativa de Servicios y su Reglamento DS N° 075-2008. 

Medios probatorios del demandante: 

 Constatación policial de fecha 11 de abril de 2015 

 21 Recibos por Honorarios de los meses abril 2010 a abril de 2011 y 30 boletas de pago, 

de abril 2010 a marzo de 2015;  

 Copia de hojas de partes diarios, de los días 30/01/15, 01/02/15, 03/02/15, 07/02/15, 

09/02/15, y 13/02/15 y cuadernillo de control de personal, de marzo y abril de 2015. 

 Exhibición a cargo de la Municipalidad del registro de agentes de seguridad ciudadana  

y policía municipal. 

 Declaración de parte del representante legal de la demandada, sobre la modalidad de 

contratación empleada. 

ADMISIÓN DE DEMANDA Y SU ADECUACION 

Por resolución N° 3 del 05 de agosto del 2015, se admite a trámite la adecuación de la 

demanda vía proceso ordinario, citándose a audiencia de conciliación para el 24 de septiembre 

del 2015. 

DE LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA Y SU ADECUACION 

La Municipalidad se apersona al proceso (18 de mayo de 2015) y contesta la demanda, 

solicitando se declare infundada en todos sus extremos en base a los fundamentos siguientes: 



Expediente Laboral N° 01485-2015 

  

 Página 6 

  

 Ante la necesidad de contratar servicios eventuales de terceros para cubrir las funciones 

y competencias conferidas por ley, se contrató al demandante como  agente de seguridad 

ciudadana bajo modalidad de Contrato Administrativo del Servicios (D.L. Nº 1057) y contrato 

de trabajo sujeto a modalidad para servicio específico. 

 La Municipalidad es una entidad pública a la cual le es aplicable la Ley de presupuesto 

público 2014 – Ley 30114, que en su artículo 6 prohíbe el reajuste o incremento de 

remuneraciones, bonificaciones, etc.  

 Al término de los CAS y contratos por servicio específico, se extinguió la relación 

contractual con el demandante, por lo que no hay obligación de reincorporarlo. 

 La pretensión demandada carece de sustento legal  porque el demandante laboró para 

la Municipalidad en periodos interrumpidos bajo la modalidad de CAS y contratos por servicios 

específicos, para los cuales la normatividad vigente no  contempla beneficios sociales. 

 En la contestación a la adecuación de demanda, con fecha 24 de septiembre del 2015, 

agrega que conforme al Decreto Legislativo Nº 599º “el personal a cargo de los proyectos 

especiales cualquiera que sea la naturaleza de sus actividades, solo podrá ser considerado a 

plazo fijo, bajo la modalidad del contrato de locación de obra (…)”. Y en virtud de la Casación 

Nº 737-2006-Arequipa, la disposición citada del Decreto Legislativo Nº 599 y su reglamento 

se debe aplicar a los proyectos especiales, como también al presente caso. 

 Como fundamentos de derecho ampara su pretensión en: a) Artículo 194° de la 

Constitución Política del Perú. b) Artículo 188° del Código Procesal Civil. c) Artículo 2° y 19° 

de la Ley N° 29497 – Nueva Ley Procesal del Trabajo.  
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 Como medios probatorios presentó: a) Informe escalafonario Nº-2015-DP-GRH-MPS, 

correspondiente al demandante. b) Copia fedateadas de los Contratos Administrativos de 

Servicios (D.L. Nº 1057)  y Contrato de Trabajo Sujeto a Modalidad para Servicio Específico, 

firmados e impresos con las huellas dactilares del demandante. 

AUDIENCIA DE CONCILIACION 

El 24 de setiembre de 2015, se llevó acabo la audiencia de conciliación en la que las partes 

no llegaron a un acuerdo conciliatorio, manteniendo sus posiciones. Concluida esta etapa, la 

Municipalidad presenta su contestación a la demanda y se programa audiencia de Juzgamiento. 

AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO 

Se realiza el 29 de diciembre del 2015, admitiéndose las pruebas de ambas partes, excepto 

las declaraciones de parte. El Juez cierra el debate y procede a emitir su fallo anticipado 

declarando fundada en parte la demanda, citándose para la notificación de la sentencia el 07 de 

enero del 2016. 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

Mediante resolución N°05 del 07 de enero de 2016, se declaró fundada en parte la demanda 

sobre la pretensión subordinada de indemnización por despido arbitrario, considerándose al 

actor como trabajador a plazo indeterminado al haberse desnaturalizado su contratación desde 

el 5 de noviembre del 2013 al 10 de abril del 2015, ordenándose a la demandada pagar la suma 

de  S/ 2,145.83 Soles, más intereses legales y costos procesales. Infundada la demanda sobre 

la pretensión principal de reposición por despido incausado y las remuneraciones dejadas de 
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percibir y demás beneficios sociales; así como la desnaturalización de CAS desde el 1 de abril 

del 2010.  La sentencia se fundamentó en lo siguiente: 

 Los CAS constituyen una modalidad especial de contratación privativa del Estado, 

celebrándose a plazo determinado, siendo renovable y otorga al trabajador derechos laborales, 

por lo que se presume jurisdiccionalmente que tales contratos son válidos. En consecuencia, el 

CAS suscrito por el demandante en condición de obrero como Agente de Seguridad y 

Vigilancia de la Unidad de Serenazgo por el periodo laborado del 01 de abril del 2010 al 31 de 

octubre del 2013, mantiene su validez. 

 En cuanto a los contratos modales por servicio específico, celebrados para el período 

comprendido del 05 de noviembre al 31 de diciembre del 2013, se han desnaturalizado al no 

especificarse el objeto de contratación, ni las funciones o servicios que realizaría el 

demandante.  

 Que, las labores realizadas por el demandante son de carácter permanente, por ende 

conforme a lo dispuesto en el artículo 4 de la LPCL, hubo una relación a plazo indefinido desde 

el 5 de noviembre del 2013. 

 Que, sobre la base de un real contrato de trabajo no es procedente la suscripción de CAS 

por otorgar menores derechos y beneficios que el contrato de trabajo modal, debiendo 

considerarse los tramos contratados bajo dicha modalidad, como prolongación del contrato de 

trabajo. En consecuencia, el CAS suscritos del 01 al 31 de enero del 2014 carecen de validez. 
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 Los medios probatorios ofrecidos, consistentes en el cuadernillo de control y la 

denuncia policial, no habiendo sido cuestionados por la Municipalidad, acreditan que el 

demandante laboró del 01 al 10 de abril del 2015 (10 días), sin contrato laboral. 

 La pretensión principal del demandante de reposición por despido incausado es 

infundada, al no haber acreditado ingreso por concurso público de méritos a una plaza 

presupuestada y de duración indeterminada. 

 Sobre la pretensión de indemnización por despido arbitrario, la Municipalidad no ha 

cumplido con la formalidad de despido, esto es, cursarle al trabajador una carta de preaviso y 

de despido, como lo establece el artículo 31 y 32 de la LPCL. 

 El argumento de la conclusión de la relación laboral por vencimiento del contrato 

modal, sostenido por la demandada, no tiene relación con las causales de conducta y capacidad 

del demandante, habiéndose vulnerado el derecho al trabajo del demandante, por lo que la 

pretensión de indemnización por despido arbitrario debe ser amparada. Y teniendo en cuenta 

que el actor laboró desde el 5 de noviembre del 2013 al 10 de abril del 2015, corresponde el 

pago de la indemnización por S/ 2145.83 soles más intereses legales y costos del proceso. 

RECURSO DE APELACIÒN DEL DEMANDANTE 

El 11 de enero de 2016,  interpone recurso de apelación en el extremo que  se declaró 

infundada la pretensión principal de reposición por despido incausado. Fundamentando su 

recurso en que: a) Tratándose de obreros municipales sujetos al régimen laboral de la actividad 

privada, que es su caso, la desnaturalización de la relación laboral debe considerarse desde el 

inicio de la relación laboral, es decir, desde el 01 de abril del 2010. b) El Decreto Legislativo 
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N° 1057 no ha derogado el artículo 37 de la LOM que precisa que los obreros que prestan sus 

servicios a las municipalidades están sujetos al régimen laboral de la actividad privada. c)  

Respecto a la pretensión principal de reposición, el precedente Huatuco no es aplicable a los 

obreros municipales, siendo la norma pertinente el artículo 37 de la LOM. d) Sobre la 

pretensión subordinada de indemnización por despido arbitrario, debe considerarse como inicio 

de labores el 01 de abril del 2010. e) Finalmente, respecto a los costos procesales, el monto 

debe ser fijado en la sentencia con la posibilidad que sea ampliado con las incidencias que 

ocurran en la ejecución  de la sentencia. 

RECURSO DE APELACIÒN DEL DEMANDADO 

El 11 de enero de 2016, la Municipalidad interpone recurso de apelación, solicitando se 

declare Nula la Sentencia y se emita una nueva, en mérito a los siguientes fundamentos: a) La 

resolución apelada carece de una debida motivación que afecta el derecho al debido proceso y 

a la tutela jurisdiccional efectiva al no realizar un correcto análisis de los hechos y los medios 

probatorios. b) En cuanto a la liquidación del quantum indemnizatorio, es incorrecto equiparar 

el monto indemnizatorio a la de un pago remunerativo y no se probó el hecho dañoso para 

sustentar la indemnización.  

SENTENCIA EMITIDA POR LA SALA LABORAL DEL SANTA 

Por resolución N°10 del 17 de agosto de 2016, la Sala Superior resuelve Revocar la 

sentencia y reformándola declara fundado el extremo de la reposición ordenando a la 

demandada  reponer al demandante en el mismo puesto de trabajo o en uno similar o de igual 

jerarquía, por los siguientes fundamentos: 
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 Antes de emitir pronunciamiento de fondo, la Sala Laboral,  en atención al criterio 

establecido por la Casación Laboral N° 8347-2014-Del Santa y  Casación Laboral N° 12475-

2014-Moquegua, resuelve que el precedente Huatuco no es aplicable “cuando se trate de 

obreros municipales sujetos al régimen laboral de la actividad privada”. Y habiéndose probado 

que el demandante laboró como agente de seguridad (obrero municipal), no le es aplicable. 

 En lo referente a los contratos sujetos a modalidad, los mismos se encuentran 

desnaturalizados, debido a que fueron suscritos por el demandante con posterioridad al inicio 

de la prestación de servicios, conforme al inciso a) del artículo 77 de la LPCL, tornándose la 

relación laboral en una a plazo indeterminado conforme al artículo 4 de la LPCL, cuya 

conclusión debió sustentarse en causa justa relacionada con la capacidad o conducta del 

trabajador. 

 Por lo que, al no haber acreditado la Municipalidad, una causa justa para el cese del 

demandante, corresponde revocar en ese extremo la apelada y  declarar fundada la demanda de 

reposición en calidad de obrero (agente de seguridad ciudadana), conforme al criterio contenido 

en la STC N° 6681-2013-PA/TC (Caso Cruz LLamos), e infundada la demanda de 

indemnización por despido arbitrario. 

 Respecto, a las remuneraciones devengadas, la Jurisprudencia tiene establecido que 

repuestas las cosas al estado anterior del cese (reposición), significa que se han restituido los 

efectos de la relación laboral  entre las partes, por lo tanto, durante el período que el demandante 

estuvo sin prestar servicios, debe considerarse como tiempo efectivamente laborado, 

correspondiendo el pago de sus remuneraciones y beneficios sociales dejados de percibir. 
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 Asimismo, el artículo 40 de la LPCL prescribe que al declararse nulo el despido 

corresponde el pago de remuneraciones dejadas de percibir y los depósitos de la CTS, desde la 

fecha que se produjo el despido, no especificándose tratamiento alguno en caso de reposición 

por despido incausado, por lo cual ante dicho vacío resulta pertinente la aplicación por analogía 

de la citada norma. Finalmente, sobre los costos del proceso, se han realizado conforme al 

artículo 31 de la NLPT. 

RECURSO DE CASACIÓN INTERPUESTO POR LA MUNICIPALIDAD 

El 23 de agosto de 2016, la Municipalidad interpone Recurso Extraordinario de Casación 

contra la sentencia de la Sala Superior, pretendiendo como pedido casatorio la nulidad por 

infracción normativa de inaplicación de normas de derecho material. Precisando: a) Infracción 

normativa del artículo 74 y 75 de la Ley 30057 – Ley del Servicios Civil.  b)  Infracción 

normativa del artículo 6 de la LPCL. c) Infracción normativa de los incisos 3 y 5 del artículo 

139 de la constitución Política. Mediante resolución N° 14, se declaró procedente el recurso 

por la causal de infracción normativa al artículo 6 de la LPCL e improcedente las demás 

causales. 

CASACIÓN LABORAL Nº 16607-2016 - DEL SANTA: 

Mediante resolución de fecha 17 de octubre de 2017, se emite la Casación Nº 16607-2016, 

declarando fundado el recurso, en consecuencia, casaron la sentencia de vista en el extremo  

que declaró fundado el pago de las remuneraciones devengadas y reformándola declararon 

improcedente, motivando su decisión en los fundamentos siguientes: 
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Teniendo en cuenta que el derecho a una remuneración equitativa y suficiente deriva de la 

fuerza de trabajo, de acuerdo con el artículo 24 de la Constitución y el artículo 6 de la LPCL, 

habiéndose establecido que el demandante fue objeto de un despido incausado, no le 

corresponde percibir el pago de remuneraciones devengadas, tampoco le corresponde el pago 

de beneficios sociales devengados, puesto que, dicho derecho se encuentra previsto únicamente 

para los casos de nulidad de despido, conforme a los artículos 29 y 40 de la LPCL. 

En tal sentido, atendiendo al principio de legalidad, no es factible aplicar las consecuencias 

de despido nulo a la reposición por despido incausado o fraudulento, por ende, no se puede 

realizar una interpretación extensiva ni analógica de una excepcionalidad prevista en el artículo 

40 de la LPCL al caso concreto. 

II. ANALISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS JURIDICOS: 

Para señalar los problemas jurídicos, es necesario previamente definir algunos conceptos 

fundamentales respecto a las figuras laborales que se tratan en el presente informe. 

Partiremos de lo que entendemos por trabajo, el profesor Landa Arroyo (2017), afirma: 

Es todo tipo de actividad humana que se realiza para transformar la naturaleza y 

procurarse los elementos necesarios para la subsistencia, la familia o del entorno más 

cercano, así como para la propia realización personal, es decir, para desarrollar nuestro 

proyecto de vida (pág. 147). 

En ese sentido,  sostenemos que el trabajo es toda actividad desarrollada mediante la fuerza 

humana o intelectual o ambas,  orientada a crear,  transformar  o mantener un bien o servicio, 
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y por la cual se percibe una contraprestación que permite obtener los medios para la 

subsistencia familiar y la realización personal. 

Ahora bien, como elementos del contrato de trabajo, doctrinariamente se identifican: a) 

elementos subjetivos (trabajo, patrón); b) elementos objetivos (prestación de un trabajo 

personal subordinado, pago de un salario). Siendo el elemento determinante, característico y 

diferenciador del contrato de trabajo la subordinación (Del Buen Lozano, 2002, pág. 40). 

En cuanto a la extinción del contrato de trabajo por decisión unilateral, es aquella que tiene 

como origen la voluntad del empleador que debe estar sustentada en causa justa relacionada 

con la conducta o capacidad del trabajador. En palabras de Blancas Bustamante (2015):  

La “causa justa” viene, de este modo, a constituirse en el elemento legitimador del despido: 

en el supuesto habilitante del poder patronal para despedir. La existencia de la causa justa 

hace emerger el poder empresarial para el despido y convierte a este en un acto legítimo. 

Por el contrario, la ausencia de una causa justa supone que el despido es un acto arbitrario, 

basado en un poder de hecho pero carente de legitimidad jurídica (pág. 103). 

En el caso que examinamos,  ubicamos que los problemas jurídicos consisten en determinar: 

1) Si el impedir el ingreso del demandante a su centro de labores mientras no firmara un nuevo 

contrato, dando por concluida la relación laboral, vulneró su derecho al trabajo y demás 

normativa laboral. 2) Cuál es la protección adecuada que otorga nuestra legislación ante un 

despido arbitrario. Y finalmente 3) Si corresponde el pago de las remuneraciones devengadas 

a favor del demandante, como consecuencia del despido del cuál habría sido objeto. 
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1) VULNERACION DEL DERECHO AL TRABAJO 

 La Declaración Universal de Derechos Humanos en su artículo 23.1  señala que: Toda 

persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su trabajo, a condiciones equitativas y 

satisfactorias de trabajo y a la protección contra el desempleo. 

A su vez, la Constitución Política del Perú enuncia en su artículo 22 que: “El trabajo es un 

deber y un derecho.  Es base del bienestar social y un medio de realización de la persona”. 

Asimismo, el penúltimo párrafo del artículo 23, precisa que: “Ninguna relación laboral puede 

limitar el ejercicio de  los derechos constitucionales,  ni desconocer o rebajar la dignidad del 

trabajador (…)” 

Bajo este contexto, el derecho al trabajo se erige como un derecho fundamental. “Constituye 

un bien necesario, un deber exigido por la propia naturaleza humana que le va a permitir 

satisfacer necesidades de índole personal y familiar para la obtención de una vida digna” 

(Franco Garcia, 2019, pág. 72). Por ende, cualquier comportamiento que limite o impida su 

libre ejercicio constituye una contravención a esta normativa y por consiguiente una 

vulneración del derecho al trabajo. 

En cuanto al contenido constitucional del derecho al trabajo, tenemos que el máximo 

intérprete de la Constitución en el expediente N° 00620-2011-AA/TC, en el fundamento 3)  

estableció que este derecho comprende: a) el derecho a acceder a un puesto de trabajo 

libremente; y b) el derecho a no ser despedido sino por causa justa; en esta misma línea, 

entendemos que el derecho al trabajo, “en su dimensión prestacional, tiene un componente 

doble: i) el derecho de acceso (promoción del empleo para los que no lo tienen); y ii) el derecho 
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de permanencia en el trabajo (asegurar el mantenimiento del empleo de los que ya lo tienen)” 

(Neves Mujica, 2002, pág. 12).   Dicho esto, tenemos que el Estado debe garantizar el ejercicio 

del derecho al trabajo y como tal proveer al trabajador de los mecanismos legales para acceder 

y permanecer en su trabajo, por consiguiente a no ser despedido sin causa alguna. 

La extinción del contrato de trabajo significa la ruptura del vínculo obligacional entre el 

empleador y el trabajador, es decir, por parte del primero supone el cese del pago de la 

remuneración, por parte del segundo cesa la obligación de seguir prestando sus servicios. 

Nuestro ordenamiento ha previsto en el artículo 16 de la LPCL una serie de causas justas de la 

extinción del contrato del trabajo, con las cuales se produce la ruptura de la relación laboral 

debido a la existencia de una causa que la justifique. 

Sobre el particular, los artículos 23 y 24 de la LPCL detallan las causas legalmente válidas 

para el despido, haciendo distinción entre las cuales se encuentran las vinculadas con la 

capacidad del trabajador y las vinculadas con su conducta. Para que esta decisión tenga 

legitimidad, tiene que sustentarse en la existencia de una causa justificada, cuya probanza 

corresponde al empleador; puesto que ni el despido ni el motivo alegado se deducen o 

presumen, quien los acusa debe probarlos (artículo 37 LPCL), además debe respetarse las 

formalidades que la ley prevé. 

Sin embargo, existen situaciones donde se manifiesta el comportamiento abusivo y 

arbitrario mediante el cual, en forma unilateral y sin mediar causa justificante el empleador 

decide dar por finalizada la relación laboral, vulnerando de esta manera el derecho al trabajo y 

otros derechos fundamentales del trabajador. 
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En el caso bajo análisis, debemos determinar si  la conducta del empleador, de dar por 

concluida la relación laboral, al  impedir el acceso a su centro de labores al trabajador 

demandante, sólo por la negativa de éste a suscribir un nuevo contrato, ha vulnerado el derecho 

al trabajo. La respuesta está condicionada a verificar si la decisión de la entidad edil  se sustentó 

en una causa justificante relacionada con la conducta o capacidad del trabajador, si no es así, 

definitivamente se presentaría la figura del despido incausado. 

2) PROTECCIÓN ADECUADA CONTRA EL DESPIDO ARBITRARIO: 

El artículo 22 de nuestra Constitución precisa que el trabajo es un deber y un derecho, así 

como el medio de realización  de la persona. En esta línea,  (Gonzales Gonzales, 2017) afirma 

que: “el tercer párrafo del artículo 23º ha establecido una prohibición al límite que pudiese 

existir en el trabajador con el desempeño de algún trabajo, en el ejercicio de sus derechos 

constitucionales, o a que se desconozca o rebaje la dignidad del trabajador” (pág. 23). 

Además, el artículo 27º de la misma norma fundamental, reconoce el derecho del trabajador 

a la protección adecuada contra el despido arbitrario. En palabras de Carrillo Calle (2011), 

dicho enunciado: 

(…) manda al legislador a otorgar —mediante una ley— la adecuada protección al 

trabajador contra el despido arbitrario, sin predeterminar la o las modalidades de la 

protección ni las características que permitan calificar a ésta como adecuada. Con la reserva 

de ley que impone el mencionado artículo, la eficacia de la reparación en los casos de 

despido queda subordinada a lo que disponga la ley encargada de su regulación (págs. 184-

185). 
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De este modo, como expresa Cubas Ruiz & Moschella Vidal (2019): 

El legislador infraconstitucional con base en la facultad otorgada opta por la indemnización 

en lugar de la reposición, al establecer en el artículo 34° de la LPCL la existencia del despido 

arbitrario por no expresarse motivo o por no poder acreditarse, lo que, a efectos de reparar 

el daño infringido, acarrea el pago de una indemnización tarifada (pág. 11). 

En virtud de dicho mandato constitucional, la protección contra el despido arbitrario se 

encuentra en el artículo 34º y 38º de la LPCL que establecen lo siguiente: 

a) En caso de despido arbitrario por no haberse expresado causa o no haberse probado las 

mismas en juicio, el trabajador tiene derecho a solicitar el pago de la indemnización, la cual 

está establecida en el artículo 38°, como única reparación por el daño sufrido. 

b) La indemnización solicitada por el despido arbitrario comprende una remuneración y 

media ordinaria mensual por cada año completo de servicios con un máximo de doce (12) 

remuneraciones. Las fracciones de año se abonan por dozavos y treintavos, según 

corresponda. Su abono procede una vez se ha superado el periodo de prueba. 

Sin embargo, el Tribunal Constitucional en el expediente N° 976-2001-AA/TC, (caso 

Llanos Huasco), interpretó que, cuando el artículo 27º de la Constitución establece que la ley 

otorgará "adecuada protección frente al despido arbitrario", debe considerarse que este mandato 

constitucional al legislador, no puede interpretarse como un encargo absolutamente abierto y 

que habilite al legislador a una regulación legal que llegue al extremo de vaciar de contenido 

el núcleo duro del citado derecho constitucional.  
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Asimismo, el Tribunal menciona que el segundo párrafo del artículo 34º de la LPCL, 

prescribe que frente a un despido arbitrario corresponde una indemnización "como única 

reparación". No prevé la posibilidad de reincorporación. Por lo que dicha disposición es 

incompatible con la Constitución, al habilitar el despido incausado o arbitrario, evidenciándose  

los extremos de absoluta disparidad de la relación empleador/trabajador en la determinación 

de la culminación de la relación laboral.  

La forma de protección no puede ser sino retrotraer el estado de cosas al momento de 

cometido el acto viciado de inconstitucionalidad, por eso la restitución es una consecuencia 

consustancial a un acto nulo. La indemnización será una forma de restitución complementaria 

o sustitutoria si así lo determinara libremente el trabajador, pero no la reparación de un acto ab 

initio inválido por inconstitucional. 

De lo expuesto, se concluye entonces que cuando el 34° de la LPCL establece la 

indemnización por despido arbitrario como única reparación por el daño sufrido es una forma 

de protección adecuada al derecho al trabajo como consecuencia de un despido arbitrario, si 

así lo determinara libremente el trabajador.  

No obstante, ello no es óbice para que se establezca un régimen de protección con una 

eficacia restitutoria, esto es, retrotraer el estado de cosas al momento de cometido el acto 

viciado de inconstitucionalidad, atendiendo a mayores niveles de protección. 

En el caso bajo análisis, corresponde determinar cuál sería la protección adecuada para el 

demandante, quien laboró como obrero para la Municipalidad del Santa, como Agente de 

Serenazgo – Seguridad ciudadana, actividad principal y permanente en el tiempo y sujeto al 
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régimen laboral de la actividad privada conforme al artículo 37º de la Ley N° 27972 - Ley 

Orgánica de Municipalidades; teniendo en cuenta además que suscribió contratos sucesivos 

primero por CAS y luego por servicios modales específicos para luego hacerle firmar 

nuevamente CAS.  

Es así como el demandante señala que fue despedido cuando se le impidió el ingreso a su 

centro laboral por negarse a suscribir un nuevo contrato (CAS), que consideraba lesivo a sus 

derechos constitucionales. Siendo así, se debe examinar si su pretensión de reposición a su 

mismo puesto u otro de similar nivel o jerarquía constituye una adecuada protección a su 

derecho vulnerado. Por ende, si se verifica que el despido es incausado, corresponderá al 

órgano jurisdiccional ordenar su reposición, en tutela del derecho conculcado. 

3) REMUNERACIONES DEVENGADAS: 

Como se ha señalado anteriormente, mediante la sentencia recaída en el expediente N° 1124-

2001-AA/TC (Caso Telefónica), el supremo intérprete de la Constitución inició una nueva 

conceptualización del despido arbitrario, que mediante el control difuso, ordenó la inaplicación 

del segundo párrafo del artículo 34° de la LPCL.  De igual manera, en el  expediente N° 976-

2001-AA/TC, (Caso Llanos Huasco), desarrolló los tipos de despido que podrían acceder a la 

protección procesal de eficacia restitutoria (reposición) e incorporó dos nuevas modalidades  

de despido: despido incausado y despido fraudulento. 

La creación jurisprudencial de las nuevas figuras de despido (incausado y fraudulento) 

distintos al despido nulo, originó una problemática, dicha problemática consiste en ordenar 

el pago de remuneraciones devengadas para aquellos trabajadores repuestos mediante el 
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despido incausado o fraudulento, es decir, aplicar a aquellos tipos de despido lo preceptuado 

por el artículo 40° del TUO del D.L 728 en el caso de despido nulo (Levi Tejada, 2016. pág. 

9). 

En nuestro caso, encontramos esta particular situación cuando la Sala Superior aplica los 

efectos del artículo 40 de la LPCL en forma extensiva al despido incausado, es decir,  

equiparando los efectos del despido nulo con el despido incausado, y ordena el pago de 

remuneraciones dejadas de percibir por el demandante desde la fecha del despido hasta fecha 

efectiva de la reposición.  

Sin embargo, la misma Sala no considera el carácter contraprestativo de la remuneración  

por el trabajo efectivamente prestado, reconociendo un pago de remuneraciones devengadas 

sin que el trabajador haya laborado. Al respecto, el profesor Neves Mujica (2012) refiere: “es 

el pago que corresponde al trabajador por la puesta a disposición de su actividad” (pág. 122). 

Al equiparar los efectos del despido nulo con el despido incausado, la Sala vulnera el 

principio de legalidad, debido que al demandante no le corresponde el pago de remuneraciones 

devengadas por no haber realizado labor efectiva  desde el cese hasta su reposición, lo que 

resulta concordante con el artículo 6 de la LPCL que establece que para todo efecto legal 

constituye remuneración el íntegro de lo que el trabajador recibe por sus servicios. 

Al respecto, en la Casación Laboral N° 16807-2016, La Libertad, la Corte Suprema 

desarrolla el criterio que en virtud al principio de legalidad, no es factible aplicar las 

consecuencia de la nulidad de despido al despido incausado o fraudulento, en consecuencia, no 

es posible realizar una interpretación extensiva ni analógica de una excepcionalidad señalada 
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en el artículo 40 de la LPCL, puesto que el reclamo de remuneraciones devengadas tiene 

naturaleza indemnizatoria y no resarcitoria o restitutoria. 

En el expediente materia de análisis, la Corte Suprema evaluando la pretensión del 

demandante, efectuó un análisis acertado del artículo 40 de LCPC, refutando equiparar los 

efectos del despido nulo al despido incausado, por ende reforma la sentencia de vista y la 

declara improcedente; precisando que el reclamo del demandante tiene naturaleza 

indemnizatoria y no restitutoria, dejando a salvo el derecho del demandante para que lo haga 

valer en la forma legal correspondiente. Quedando resuelto así el problema jurídico planteado. 

III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS: 

SENTENCIA DEL SEXTO JUZGADO DE TRABAJO DEL SANTA 

En esta sentencia  que declara fundada en parte la demanda sobre la pretensión subordinada 

de despido arbitrario e infundada en cuanto a la reposición, advertimos que el Juez de primera 

instancia motiva su decisión partiendo de la premisa que los CAS, constituyen una modalidad 

especial de contratación privativa del Estado que se celebra a plazo determinado, es renovable 

y otorga al trabajador derechos laborales, por lo que reconoce la facultad de contratación de la 

Municipalidad bajo esa modalidad y sostiene como “presunción jurisdiccional” que son válidos 

los CAS suscritos por el demandante para la labor específica de Agente de Seguridad y 

Vigilancia de la Unidad de Serenazgo en el período del el 01 de abril del 2010 al 31 de octubre 

del 2013. 

Asimismo, que si bien el trabajador demandante ha mantenido  una relación laboral a plazo 

indefinido con la Municipalidad y que se ha producido un despido arbitrario,  sólo considera 
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dicha relación laboral desde el 05 de noviembre del 2013, fecha consignada en el primer 

contrato suscrito sujeto a modalidad (D. Leg. 728) en el cual no se precisó el objeto del contrato 

ni las funciones ni se han detallado las funciones o servicios que debía prestar el trabajador; 

desconociendo los sucesivos contratos firmados bajo modalidad CAS,  señalando  que carecen 

de validez jurídica, dado que sobre la base de un real contrato de trabajo a plazo indefinido no 

es válido la suscripción de contratos CAS, por tener estos menores derechos y beneficios que 

el contrato de trabajo sujeto a modalidad. Concluyendo que en efecto se produjo el despido 

arbitrario y se ha desnaturalizado el contrato modal, desconociendo los CAS suscritos después 

de la indicada fecha. 

Al respecto nos encontramos en desacuerdo con el criterio aplicado para establecer el tiempo 

laborado por el demandante y que reconoce la validez del CAS suscrito inicialmente, no 

obstante que se contrata al trabajador como agente de serenazgo - seguridad ciudadana, lo que  

contraviene el criterio jurisprudencial establecido que otorga la condición de obreros a los 

agentes de seguridad ciudadana y policía municipal, y que por lo mismo están sujetos al 

régimen laboral de la actividad privada, conforme a lo estipulado por el artículo 37 de la LOM, 

razón por la cual resulta incompatible con la modalidad CAS, lo que implica un 

desconocimiento de la evolución de las normas que regulan la protección del trabajo para esta 

clase de trabajadores. 

Para mejor ilustración, tenemos que el periodo laborado por el demandante es como sigue: 

 INICIO FIN MODALIDAD TIEMPO LABORADO 

1 01ABR2010 31OCT2013 CAS 43 meses 

2 01NOV2013 31DIC2013 D.LEG 728 02 meses 

3 01ENE2014 31ENE2014 CAS 01 mes 
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4 01FEB2014 31MAR2015 D.LEG 728 14 meses 

5 01ABR2015 10ABR2015 Sin contrato 10 días 

  

Consideramos entonces que resulta más que evidente que la relación laboral sostenida entre 

las partes es una de duración indefinida, puesto que, los contratos CAS  encubrían una relación 

laboral a plazo indefinido desde su inicio; incluso el demandante, al mismo tiempo que  

suscribía los respectivos contratos CAS, emitía recibos por honorarios.  

Por esta razón, nuestra posición es porque los CAS inicialmente firmados carecen de validez 

y los contratos celebrados por servicios especifico celebrados con posteridad fueron 

desnaturalizados, más aún, porque fueron suscritos con posteridad al inicio de  la prestación de 

servicios. 

Tampoco estamos de acuerdo con el razonamiento del Juez para declarar infundada la 

pretensión principal de reposición por despido incausado, argumentando que el demandante no 

acreditó haber ganado un concurso público y que por consiguiente no había un presupuesto 

estatal designado a este; porque este fundamento no toma en cuenta que la labor que 

desempeñaba el demandante como agente de serenazgo – seguridad ciudadana, corresponde a 

la de servicios principales y permanentes que brindan las Municipalidades, conforme al artículo 

197 de la Constitución, por lo que los gobiernos locales deben destinar una parte de sus recursos 

para mantener este servicio y por lo mismo, se debe tener previsto la contratación de personal 

a plazo indeterminado.  
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SENTENCIA EMITIDA POR LA SALA LABORAL DEL SANTA 

La Sala Laboral revoca la sentencia del Juzgado en el extremo que declara infundada la 

demanda sobre reposición y reformándola la declara fundada, en consecuencia ordena la 

reposición del demandante al mismo puesto de trabajo que venía desempeñando o a uno de 

similar nivel o categoría, más el pago de las remuneraciones devengadas. 

Sobre esta decisión, concordamos con el fallo de la Sala y con el fundamento que recoge los 

criterios señalados en la Casación Laboral N° 8347-2014-Del Santa y  Casación Laboral N° 

12475-2014 Moquegua, en las que se precisó que el precedente constitucional vinculante N° 

5057-2013-PA/TC-Junín no se aplica “cuando se trate de obreros municipales sujetos al 

régimen laboral de la actividad privada”; por consiguiente al haber el demandante 

desempañado labores de obrero municipal (agente de seguridad), queda excluido de la 

aplicación del precedente Huatuco. 

También concordamos con el argumento que declara desnaturalizados los contratos por 

servicios especifico desde febrero del 2014 por la causal señalada en el inciso a) del artículo 

77 de la LPCL, puesto que los contratos fueron suscritos con posterioridad al inicio de las 

labores del demandante, por ende, la relación laboral es a plazo indeterminado, y al no haber 

acreditado la Municipalidad que el cese del demandante se sustentó en causal justa de despido 

relacionada con su capacidad o conducta, declara fundada la reposición e infundada la 

indemnización por despido arbitrario. 

Sin embargo, consideramos que no ampara el fundamento de la apelación del demandante, 

referido al agravio sobre el reconocimiento del inicio de la relación laboral, la misma, que a 
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nuestro criterio, tendría que ser reconocida desde el primer día de labores (01 de abril del 2010); 

pues la invalidación de los contratos CAS también se producen por aplicación directa de la Ley 

Orgánica de Municipalidades. 

Creemos que la Sala Laboral tuvo que haber analizado y desarrollado este punto, puesto que 

en los hechos la relación laboral del demandante muestra que el contrato que mantenía con la 

Municipalidad era de carácter laboral desde un inicio, al haber prestado labores de naturaleza 

permanente, por lo que era más acertado considerar la relación laboral con el demandante desde 

el inicio de su primer contrato con la Municipalidad. 

Adicionalmente,  no compartimos el extremo de la decisión que declara fundada la demanda 

y ordena el pago de remuneraciones devengados; lo cual no corresponde, debido a que dichos 

conceptos deben aplicarse únicamente para los casos de despido nulo, de acuerdo a lo previsto 

por los artículos 29º y 40º de la LPCL. 

Es nuestra opinión, consideramos que el demandante al pretender equiparar los efectos del 

despido nulo al despido incausado  y solicitar el pago de remuneraciones devengadas, perdió 

la oportunidad de solicitar dicho concepto  a título de lucro cesante, además del daño emergente 

y daño moral, ocasionados como consecuencia del despido inconstitucional del cual fue objeto. 

CASACIÓN Nº 16607 – 2016 – DEL SANTA, EMITIDA POR LA 2DA SALA 

CONSTITUCIONAL Y SOCIAL TRANSITORIA DE LA CORTE SUPREMA 

La Casación declara fundado el recurso interpuesto por la demandada casando la sentencia 

de vista en el extremo que declaró fundado el pago de remuneraciones devengadas y 

reformándola declararon improcedente dicho extremo. En esta decisión, con la cual nos 
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manifestamos a favor, la Corte Suprema precisa en qué casos y por qué corresponde otorgar el 

pago de remuneraciones devengadas cuando se ordena una reposición, puntualizando que los 

devengados sólo corresponden a la persona que ha sido afectada por un despido nulo conforme 

a lo dispuesto en el artículo 40 de la LPCL, ya que por la magnitud de este despido es que se 

establecen mayores garantías al trabajador afectado. Modalidad de despido que no concurre en 

el caso sub exámine. 

Es necesario resaltar que debido al carácter remunerativo y oneroso de la remuneración, a 

la naturaleza sinalagmática de la relación laboral y en atención al principio de legalidad, la 

Corte Suprema precisó que no es válido aplicar las consecuencias jurídicas del despido nulo a 

la reposición por despido incausado, no siendo válido realizar una interpretación extensiva y 

analógica de la norma señalada en el artículo 40 de la LPCL. 

Por lo mismo, sostenemos que la Sentencia de la Sala Superior fue correctamente reformada, 

al distinguir que habiendo sido el demandante objeto de un despido incausado no le 

corresponde percibir las remuneraciones devengadas ni los beneficios sociales,  puesto que 

dicho derecho está reservado para despidos nulos. 

IV. CONCLUSIONES 

1) En el expediente bajo análisis se presenta el caso de una vulneración de derechos de un 

trabajador municipal que habiendo sido contratado  para labores de agente de serenazgo – 

seguridad ciudadana, fue objeto de cese intempestivo al negarse a suscribir un CAS, después 

de realizar labores ininterrumpidas por más de 5 años. El planteamiento de la demanda, no se 

ciñe a las formas de la legislación laboral por lo que inicialmente se demanda reposición por 
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despido incausado, para luego adecuar la demanda con las pretensiones de reposición por 

despido incausado y remuneraciones devengadas (principal) e indemnización por despido 

arbitrario (subordinada). La parte demandada, Municipalidad del Santa contestó y contradijo 

la demanda argumentando únicamente que no corresponde la reposición del demandante 

debido a que el cese del vínculo laboral se produjo como consecuencia del vencimiento del 

contrato.  

2)  Conforme al VI Pleno Jurisdiccional Supremo en Materia Laboral y Previsional, los 

policías municipales y el personal de serenazgo al servicio de las municipalidades deben ser 

considerados como obreros. Ello debido a la naturaleza de las labores que realizan y en 

aplicación de los principios pro homine y progresividad. Es decir, deben estar sujetos al 

régimen laboral de la actividad privada (Decreto Legislativo N° 728). 

3) En cuanto al precedente constitucional Exp. 05057-2013-PA/TC., sólo resulta aplicable 

cuando se trate de pedidos de reposición en plazas que formen parte de la carrera administrativa 

y no frente a cualquiera otra modalidad de la función pública. Por lo tanto, los obreros 

municipales, al estar sujetos  al régimen laboral de la actividad privada no son sujetos para 

aplicación de dicho precedente. 

4) Tenemos que el demandante ha realizado labores ininterrumpidas desde el 1 de abril 

del 2010, habiendo ingresado a laborar suscribiendo un CAS que fue renovado sucesivamente 

por 2 años y 6 meses, para  después ser contratado bajo el régimen del D. Leg. 728 ( 01NOV  

2013), siendo sujeto de contratación bajo las dos modalidades de manera alternada durante todo 
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el tiempo que prestó labores ( 5 años 9 días), para finalmente ser cesado por negarse a suscribir 

un nuevo contrato CAS.  Revelándose así que la relación laboral fue desnaturalizada. 

5) Las sentencias contradictorias emitidas en el proceso  seguido resultan atentatorias 

contra la seguridad jurídica puesto que mientras que en primera instancia se declarada fundada 

en parte la demanda por despido arbitrario, se considera como inicio de la relación laboral 

recién a  partir del 5 de noviembre del 2013, es decir en la fecha de la suscripción del contrato 

modal, mas no se reconoce el periodo trabajado bajo la modalidad CAS desde el 01 de abril 

del 2010, no obstante que se advierte una simulación y fraude a la ley; declarándose infundada 

en lo que respecta a la reposición por despido incausado. En segunda instancia, no se resuelve 

el agravio expuesto por el demandante respecto a su período total de labores y se revoca la 

decisión de indemnización por despido y se declara fundada la pretensión principal de 

reposición por despido incausado más el pago de remuneraciones devengadas. Finalmente la 

decisión de la Corte Suprema al casar la sentencia de vista y reformarla sólo en el extremo de 

las remuneraciones devengadas, aclara que no corresponden al no haberse configurado un 

despido nulo. 

6) En el presente caso, el trabajador logra que el órgano jurisdiccional reconozca la 

relación laboral con la Municipalidad y la protección de su derecho al trabajo y en consecuencia 

obtiene un fallo favorable que ordena su reposición al mismo cargo en el que se desempeñaba 

u otro de similar nivel o categoría.  
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VI. ANEXOS: 

1) Demanda y contestación de la demanda. 

2) Sentencia de primera instancia. 

3) Recursos de apelación del demandante y del demandado. 

4) Sentencia de segunda instancia. 

5) Recurso de Casación del demandado. 

6) Sentencia de la Corte Suprema.  














































































































































































































































































































































































































































































































































































